

Honorable Cámara de Diputados

Provincia de Buenos Aires

EL SENADO Y LA CAMARA DE DIPUTADOS DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES

SANCIONAN CON FUERZA DE

LEY

Artículo 1°: Incorpórese como Artículo 30 bis de la Ley Nº 13.757, Capítulo IV: Secretarías y Organismos, el siguiente texto:

“SECRETARIA DE ACCION COOPERATIVA Y MUTUAL”
Artículo 30 bis: Créase la Secretaría de Acción Cooperativa y Mutual con vinculación directa con el Poder Ejecutivo, la que tendrá como misión entender en todo lo relativo a la promoción y desarrollo de cooperativas en el ámbito provincial. Programar, ejecutar y supervisar los planes de promoción y fomento del mutualismo y velar por el cumplimiento de las disposiciones legales que rigen la materia. En especial, le compete:

En materia de Cooperativas:

1. Intervenir en los trámites de autorización de funcionamiento de las cooperativas en el territorio de la Provincia, conforme a disposiciones legales.

2. Llevar un registro integral de las cooperativas que funcionen en la Provincia.

3. Vigilar el cumplimiento de las disposiciones legales estatutarias y reglamentarias de las cooperativas, agencias o sucursales que funcionen en la Provincia e inspeccionar periódicamente la administración social, adoptando en caso necesario las medidas pertinentes, informando a la autoridad nacional de aplicación de la Ley 20.337.

4. Estudiar los balances, memorias y cuadros anexos y en base a ellos, aconsejar a las cooperativas las medidas que considere necesarias o útiles para su mejor desarrollo y cumplimiento de sus fines.

5. Estudiar los modelos de estatutos y reglamentos tipo de cooperativas.

6. Promover el perfeccionamiento de la legislación cooperativa, realizando estudios e investigaciones de carácter jurídico, económico, contable, organizativo y social sobre la materia de su competencia, para lo cual podrá organizar cursos, conferencias, congresos y publicaciones y efectuar convenios con otras instituciones, para el cumplimiento de sus fines y de la educación cooperativa.
7. Llevar la estadística del desarrollo cooperativo.

8. Difundir los principios y la doctrina del cooperativismo por todos los medios que se consideren convenientes, ya sea en forma individual o conjunta con entidades públicas o privadas.

9. Fortalecer el movimiento cooperativo de la Provincia propiciando la organización de nuevas entidades y la consolidación de las existentes.

10. Prestar asesoramiento en materia cooperativa a quienes la soliciten, especialmente a los organismos oficiales, cooperativas y personas que deseen organizarse en este tipo jurídico.

11. Efectuar las investigaciones tendientes a establecer qué actividades conviene desarrollar a través del cooperativismo.

12. Realizar estudios económico-sociales en los lugares que se proyecte crear una cooperativa.

13. Prestar todo tipo de colaboración informativa a las instituciones públicas y privadas, extranjeras, nacionales y provinciales, que en forma directa e indirecta se hallen vinculadas al movimiento cooperativo.

14. Ejercer el control sobre el destino y utilización de los subsidios acordados por el gobierno de la provincia.

En materia de Mutualidades:

1. Ejecutar los planes y políticas previstas tendientes a lograr la expansión y desarrollo del mutualismo.

2. Vigilar el cumplimiento de las disposiciones legales estatutarias y reglamentarias de las mutuales, agencias o sucursales que funcionen en la Provincia e inspeccionar periódicamente la administración social, adoptando en caso necesario las medidas pertinentes, informando a la autoridad nacional de aplicación de la Ley 20.321.

3. Difundir los principios del mutualismo por todos los medios que se consideren convenientes, ya sea en forma individual o conjunta con entidades públicas o privadas.

4. Difundir las ventajas del mutualismo, organizando ateneos de estudios mutualistas, congresos provinciales y municipales.

5. Fomentar la práctica del mutualismo entre las diversas actividades educacionales, culturales y sociales.

6. Crear y organizar el Registro Provincial de Mutualidades, en el que deberán inscribirse las asociaciones que se les ha concedido autorización para funcionar como mutual.

7. Intervenir en todos los trámites de otorgamiento y/o cancelación de la personería jurídica de las entidades mutuales constituidas en la Provincia.

8. Propender al mejoramiento de los servicios sociales de las asociaciones mutualistas de la Provincia.

Artículo 2º: El Poder Ejecutivo reglamentará la organización, el funcionamiento, la dotación de personal y el procedimiento de la Secretaría de Acción cooperativa y mutual.
Artículo 3º: De forma.
FUNDAMENTO
Por desatender el vasto sector de la economía social que integran las cooperativas y las mutuales, la Provincia de Buenos Aires desaprovecha un enorme campo de acción social, cultural y económica. Esta actitud conlleva la pérdida del sustancial aporte que esta clase de entidades puede hacer para el desarrollo, incorporando a la economía a sectores hoy marginados o excluidos. Esta última frase no supone que estas entidades abordan únicamente emprendimientos de escasa entidad; por el contrario, son muchas las grandes empresas que legítimamente actúan bajo la forma cooperativa o la forma mutual y la mayoría, precisamente, lo hace en esta provincia. Y todas, grandes o más pequeñas, son verdaderos centros de contención social.
No existe prácticamente actividad económica que no haya sido encarada con éxito por el sector solidario de la economía que contribuye, debe reiterarse, no sólo al desarrollo económico propiamente dicho, sino también a la promoción social y cultural de sus integrantes (desde esta óptica –técnicamente reconocida en el mundo – los otros sectores de la economía serían el integrado por empresas unipersonales y las sociedades comerciales e industriales y el sector estatal).

Sin error, puede sostenerse que en el ámbito de la provincia es una inadvertencia de alto costo dejar la promoción y fiscalización de estas entidades en manos del estado nacional. Este cumple esa función, poco eficiente, a través del INSTITUTO NACIONAL DE ASOCIATIVISMO Y ECONOMIA SOCIAL (INAES).
El tema que se plantea no es superfluo. Según datos extraoficiales del INAES, en la provincia existen matriculadas –es decir, con domicilio en la jurisdicción- una cantidad registrada a junio del 2008 de 3300 cooperativas y 830 mutuales cuya cantidad de asociados es de difícil estimación, pero puede suponerse, sin error, en cientos de miles. La falta de precisión de estadística es, precisamente, una de las falencias del INAES.

Las cooperativas desarrollan las más diversas actividades económicas (en la provincia son notorias las de servicio público y las agropecuarias) y las mutuales atienden (su campo es el de la previsión social en sentido amplio) a los más diversos estamentos de la sociedad. Es notoria, por ejemplo, la cantidad de mutuales que nuclean a personal en actividad y retirados de las fuerzas armadas y de seguridad; otro tanto ocurre con las que cuentan con los integrantes de las asociaciones sindicales. Estos dos ejemplos dan cuenta de la importancia política de contemplar la problemática que aquí se plantea.
En orden al federalismo declarado por la Constitución Nacional y a la posibilidad de un desarrollo de una política social concreta y de desarrollo económico, es imperativo que la provincia encare la promoción y fiscalización de cooperativas y mutuales domiciliadas en su territorio, actividad propia del poder de policía local, al cual podrán anexarse otro tipo de entidades que tienen algunos fines coincidentes, aunque jurídicamente tienen otra naturaleza (las asociaciones de fomento, las de colectividades, las culturales, etc.), y que hoy dependen de la Dirección General de Personas Jurídicas.

En la actualidad, y ello así en razón de la legislación que rige la materia, tanto para las cooperativas (Ley 20.337) como para las mutuales (Leyes 19.331 y 20.321) la personería jurídica es otorgada por el Estado Nacional, a través del INAES y queda en manos de los Estados Provinciales – mediante convenio con ese organismo – la atención de la promoción y la fiscalización. Cabe acotar que la mayoría de las provincias cuentan con un órgano local competente para esta materia y han firmado convenio con el INAES, pero sus medios son insuficientes. En la Provincia de Buenos Aires funciona la Dirección de Acción Cooperativa, sucesora del Instituto Provincial de Acción Cooperativa.

Que la autorización para funcionar, y su cancelación, dependa del Estado Nacional, es una clara violación al federalismo reconocido y declarado por la Constitución Nacional, pero esto no tiene solución hasta tanto no sean modificadas las leyes antes citadas, que no por casualidad  strictu sensu son reglas dictadas por un gobierno de facto (aquel que con un involuntario sentido del humor  se autodenominó Gobierno de la Revolución Argentina).

La normativa expuesta, impone en un principio un órgano local que actúe solamente en los campos de la promoción y la fiscalización, pero debe advertirse enfáticamente que son muy grandes los campos de acción donde el Estado Nacional, por las razones ya apuntadas, está ausente. El órgano local  debería tener rango de Secretaria de Estado, porque estas entidades no practican la beneficencia sino la economía solidaria, y su aporte social y económico es inconmensurable.
No es ocioso recordar que, vuelto el país a la democracia, se dictó el Decreto N° 15 del 10 de Diciembre de 1983, que elevó al rango de Secretaría de Estado la atención del sector cooperativo y que en el gobierno del Dr. Illia, la Ley 16.583, declaró de alto interés nacional la enseñanza del cooperativismo en las escuelas. Esta ley fue nuevamente reglamentada por el Decreto 1171 (B.O. 16 de Mayo del 2002). Debe agregarse que la OIT, en la Recomendación 193, aprobada en junio del 2002, hace suyos los valores y principios del cooperativismo y encarga a los gobiernos miembros la promoción de estas entidades (mutuales incluídas) como medio de desarrollo social y económico para el tercer milenio. Agréguese que este año, la Organización de las  Naciones Unidas declaró al año 2012 Año de las Cooperativas.
Si quedara alguna duda sobre la trascendencia social, cultural y económica de las organizaciones de la economía social, es suficiente consultar las propuestas que a su respecto contenía el segundo Plan Quinquenal y recordar que el Congreso más importante del mutualismo se realizó el 1944, convocado por el entonces Cnel. Juan Domingo Perón y un decreto con la firma de este estableció el primer sábado de octubre como Día Nacional del Mutualismo.

Por último, la financiación del órgano administrativo que se propone es parcialmente atendible –del mismo modo en que lo hacen las provincias – con los fondos que establecen el artículo 9 de la Ley 20.321 para las mutuales, y la Ley 23.427, en lo que hace a cooperativas. Parte de esos fondos, por medio de la coparticipación federal deberán ingresar al órgano local. A ellos, cabe agregar lo que puede ingresarse por la recaudación de algunos servicios que sí pueden arancelarse; por multas, conforme lo establecido Art. 101 de la Ley 20.337 y el fondo del artículo 42, inc. 3) de esta misma ley, cuyo fondo algunas cooperativas prefieren destinar al Estado. Sin embargo, mucho más importante que el financiamiento de la estructura administrativa, es el impacto económico y social que causaría ocuparse responsablemente del tema expuesto.
Ni la actual DIPAC ni la Dirección de Mutuales de la Provincia pueden cumplir con su cometido, ésta por carecer de personal y la Dirección Provincial de Acción Cooperativa, porque se ha transformado en un organismo desnortado. Enfatizándose que, entre su personal hay funcionarios muy conocedores y comprometidos con la idea solidaria.
Por las razones expuestas, solicito a mis pares me acompañen en el presente proyecto.
Bibliografía: “El Órgano Local Competente en la Provincia de Buenos Aires”. Por  el Dr. Armando Alfredo Moirano.
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